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UNIDAD SEIS



UNIDAD vi - LA SOLUCIÓN amigable DEl conflicto mediante la entrada de un tercero: el arbitraje comercial.



VI.1. Arbitraje. Concepto. Consolidación como instituto. Desarrollo económico y social. Clases.



Solución de disputas no judicial y generalmente vinculante, a cargo de un tercero elegido por las partes.



Poderes de los Arbitros.

Son los mismos que los de un Juez, siendo el compromiso arbitral el instrumento que fija los deberes y responsabilidades bajo pena de nulidad (fallo ex-petita y extra petita).

La ejecución del la decisión final -laudo- corre por cuenta de la jurisdicción del lugar en donde el mismo deba ser ejecutado.







La solución no amigable: ejecución por vía judicial.



Trámite procesal del juicios de daños y perjuicios.



A. Demanda

b. Contestación -reconvención- en 10 días.

C. En ambas se acompaña y ofrece la prueba

reconocimiento judicial

peritos

testigos

confesión

informes

documental

D. Excepciones previas: incompetencia, falta de personería, litispendencia, beneficio de excusión, cosa juzgada, etc.

E. Plazo para la producción de la prueba.

F. Alegatos sobre la prueba producida.

G. Sentencia.

H. Apelación si correspondiera.







VI.2. Los árbitros. Aceptación del cargo. Desempeño. Deberes y Responsabilidades. Número. Recusación y Excusación.



Aceptación. Ante el Juez de 1a. Instancia que hubiera correspondido.

Desempeño: según el procedimiento fijado y el tiempo establecido.

Deberes y resp. Los de un mismo juez.

Numero: Uno o numero impar.

Recusación  y excusación: iguales causales que para un juez. Deben ser posteriores las causales si han sido nombrados por las partes.













VI.3. Normativa argentina del juicio arbitral. 	La Cláusula Compromisoria. Forma. Inhibición de la justicia ordinaria.



Objeto:

toda cuestión que sea transigible. No pueden comprometerse en árbitros:

Las cuestiones que versen sobre el estado civil y la capacidad de las personas.

Las referentes a bienes públicos o municipales.

Las que por cualquier causa requieran la intervención fiscal.

Las que tengan por objeto la validez o nulidad de las disposiciones de ultima voluntad.

Todas aquellas cuestiones respecto de las cuales exista una prohibición especial o en las que este interesada la moral y buenas costumbres.





.La cláusula arbitral es un compromiso de las partes para someter potenciales litigios o dudas que puedan surgir durante la vida del contrato, a un procedimiento d e arbitraje.

Asume al menos dos formas:

la cláusula con valor de una obligación de hacer -ir a uno o mas árbitros-, resolviéndose en definitiva la incomparencia de una parte llegado el caso, con una demanda ante los tribunales ordinarios por daños y perjuicios.

La cláusula con valor de apartar al órgano jurisdiccional, por la cual las partes se inhiben de concurrir al mismo, debiendo presentar sus reclamos derivados del contrato, ante el o los árbitros designados.





Formas.



Principio de la libertad de formas. 

	Contenido mínimo

Datos de los otorgantes y de los árbitros.

Cuestiones que se someten a juicio arbitral

estipulación de multa que deberá pagar la parte que incumpla con el trámite del proceso.

	Contenido adicional

procedimiento aplicable y lugar

plazo para el laudo.

Renuncia de la apelación y de la nulidad -en los casos en que ésta sea posible-





Procedimiento.

Inicio de la causa ante el juez que hubiera conocido.

Audiencia a fin de formalizar el compromiso.

Nombramiento de los árbitros por las partes.

Los árbitros aceptan el cargo ante el Secretario del Juzgado.





Cesación del compromiso.

Por decisión unánime de las partes.

Por el transcurso del plazo señalado en el compromiso.

Si durante 3 meses nadie hubiera dado impulso al procedimiento.





VI.4. Laudo Arbitral. Contenido. Plazo, forma, mayoría, efectos, recursos. Nulidad.



Poderes.

Los árbitros no pueden dictar medidas compulsorias ni de ejecución.

Deben requerirlas al juez y este dictarlas y hacerlas efectivas.



Contenido del laudo.

Todas las pretensiones sometidas a su decisión dentro del plazo fijado.





Plazo: lo fijan las partes o el Juez según las circunstancias del caso.



Mayoría.

Basta la simple mayoría, si no se logra se puede llamar a un tercero.

Si hay mayoría solo respecto de algunos puntos, puede fallarse respecto de ellos.

Designándose un nuevo árbitro para que se falle sobre las demás.





Causales especiales de nulidad:

Haber fallado sobre puntos no comprometidos.

Haber fallado los árbitros fuera de tiempo.

Faltas esenciales en el procedimiento



Recursos:

En materia comercial, contra la sentencia de los árbitros existen los mismos recursos que contra la sentencia de los jueces ordinarios.

El recurso se presenta ante el mismo tribunal, conociendo del recurso el tribunal superior al del juez que hubiera correspondido.



El convenio arbitral que establece la inapelabilidad del fallo, constituye para las partes una regla obligatoria como la ley misma. Sin embargo, la renuncia de los recursos no obsta a interponer el de nulidad fundado en que los árbitros hayan fallado fuera del termino, sobre puntos no comprometidos o por falta esencial en el procedimiento.





Laudo Nulo.

Es nulo el laudo que contenga disposiciones incompatibles entre si.







VI.5. Tribunales Arbitrales de Mar del Plata. Organización: reglamento. Integración y Funciones de sus miembros. Procedimiento. Honorarios y costas. Actual funcionamiento. Número de causas y materias. Aceptación del sistema.



Creados en 1991. Un tribunal de 3 miembros que por concurso duran 6 años, siendo reelegibles.

Las partes se asisten por abogados. La dirección del procedimiento esta a cargo de un miembro del Tribunal. 



Con la demanda se acompaña el instrumento donde conste la cláusula compromisoria. Fijación de audiencia.



La falta a la audiencia importa para el actor el desistimiento del proceso con costas, para el demandado, importara que se tengan como puntos a fallar por el compromiso arbitral, los establecidos por el actor.



Producción de la prueba, alegatos de las partes y en 30 días se debe laudar. Vencido el plazo, el Tribunal pierde jurisdicción y pasa a otro Tribunal Arbitral que dispone del mismo plazo para dictar el laudo, responsabilizándose a los primeros por los daños y perjuicios del incumplimiento.



El único recurso aceptado es el de nulidad por haberse fallado sobre puntos no comprometidos.





VI.6. Tribunales Arbitrales en el MERCOSUR. Protocolos de Brasilia y Ouro Preto. Importancia de los Tribunales Arbitrales en el proceso de integración.



Protocolo de Brasilia para la solución de controversias.

Sistema Provisorio de Solución de Controversias, el cual regiría hasta la definitiva conformación del mercado común.



17/12/1991: PROTOCOLO DE BRASILIA PARA LA SOLUCION DE CONTROVERSIAS.

	Recepta el mismo las ideas mas avanzadas en cuanto a brindar acceso directo a los particulares dentro de esta instancia de justicia internacional, aun cuando el mas fuerte punto de crítica, sea su persistencia en la no inclusión de un órgano judicial que entienda al respecto. Sólo se cuenta con órganos político-administrativos que intentarán arribar a una justa composición de intereses, pero la norma provisoria,  no contempló la posibilidad de recurrir a un órgano especializado en estudiar e impartir Justicia Comunitaria.

Pasos 

En primer lugar se mencionan las negociaciones directas, las cuales no podrán prolongarse por mas de quince días desde el planteamiento de la cuestión. 



La falta de arreglo posterior faculta a cualquiera de los estados a someter la cuestión al Grupo Mercado Común, el cual oirá a todas las partes, pudiendo asesorarse por peritos. El procedimiento citado no puede extenderse por mas de 30 días y finaliza con la formulación de Recomendaciones del Grupo a los estados que mantienen la controversia.



Si las etapas de negociación y conciliación no pudieran servir como base para un arreglo, el Protocolo faculta a cualquiera de los estados a someter la cuestión al procedimiento arbitral, reconociendo los Estados Partes en el Protocolo como obligatoria ipso facto la jurisdicción del Tribunal Arbitral que se constituya en cada caso.



Los Tribunales Arbitrales son ad-hoc, se componen por tres jueces elegidos de una lista de 40 designados en igual proporción por los estados partes. Cada estado litigante designa un árbitro, siendo el tercero de nacionalidad distinta de los dos anteriores y elegido de común acuerdo entre los mismos, presidiendo el Tribunal. Si no hay acuerdo en esta última elección, la decisión corresponde a la Secretaría. 

Cada Tribunal fija sus propias reglas de procedimiento y su sede, recibiendo la información total de toda instancia anterior ocurrida, como así también los fundamentos de hecho y derecho de sus respectivas posiciones. El derecho a aplicar es de índole comunitaria, con especial mención de las fuentes normativas mencionadas por Ouro Preto, aun cuando se faculte al Tribunal Arbitral a fallar ex aequo et bono, si así es convenido por las partes.



El Tribunal está igualmente facultado para adoptar medidas de carácter preventivo, si es que éstas le son solicitadas por las partes. Noventa días es el límite máximo de tiempo para la emisión del laudo, cuyas características son la de deber estar 

fundamentado, 

emitido por mayoría y 

ser confidencial en la votación. 

Otros caracteres 

obligatoriedad, 

inapelabilidad y 

deber de cumplimiento en el plazo de quince días desde su notificación. 



Para el caso de inobservancia de la decisión, se prevé y faculta a los otros Estados partes en la controversia, a la adopción de medidas compensatorias temporarias - suspensión de concesiones o equivalentes-.



Conflictos entre particulares y un estado parte.



Objeto del reclamo

 los particulares pueden impugnar tanto la sanción como la aplicación por cualquiera de los estados partes, de medidas legales o administrativas de efecto restrictivo, discriminatorias o de competencia desleal, que violen ya el Tratado de Asunción, ya sus acuerdos derivados, o las decisiones del Consejo o resoluciones del Grupo.



Procedimiento

el primer reclamo se efectúa ante la Sección Nacional del Grupo Mercado Común, quien es la encargada de determinar la verosimilitud de la violación y amenaza o existencia de perjuicio. 

de ser admitido, la Sección Nacional puede entablar conversaciones con su similar del estado que supuestamente ocasionaría el perjuicio o elevarlo sin mas trámite al Grupo Mercado Común. 

Si se opta por lo primero y no se obtiene solución en el plazo de 15 días, el particular denunciante está facultado para solicitar directamente el envío de su reclamo al Grupo Mercado Común.



Llegado el caso al Grupo, éste puede rechazar el reclamo in limine o convocar a un grupo de expertos que previa audiencia a las partes involucradas, emitirá un dictamen en un plazo improrrogable de 30 días. Estos expertos son elegidos de entre un grupo de 24 personas que proponen los estados. Finalmente el dictamen es elevado al Grupo Mercado Común. 



Si el reclamo es viable, cualquier estado puede pedir la adopción de medidas correctivas o la anulación de las medidas que dieron origen al reclamo. Si esto no prospera en 15 días, el estado parte donde tuvo origen el reclamo, puede recurrir al procedimiento arbitral comentado con precedencia.



	Una primera lectura nos permite apreciar que no es necesaria la efectiva producción del daño, ni que el mismo sea propio de quien efectúa la reclamación. Esto parece desprenderse de la posibilidad de reclamar por la mera sanción de una norma que se considera violatoria del Derecho de la Integración. 



El sistema comentado tiene mucho mas de procedimiento administrativo que judicial. En sí, la acción de los particulares se limita a la denuncia de la norma que se pretende violatoria del Derecho de la Integración. La finalidad permitida consiste en decidir una contramedida lícita -una suerte de retorsión-, o bien que se deje de lado esa norma violatoria por parte del estado contratante que la aplica o pretende hacerlo. Y no existe tercera posibilidad.



Entonces, aun existiendo un perjuicio concreto, patrimonial y con todos los requisitos del daño resarcible, el particular no puede sino limitarse a señalar la causa de su perjuicio y esperar no la reparación, sino la pérdida de poder dañoso de la norma denunciada.



Las controversias entre particulares.



Entes particulares de los estados miembros del Mercado Común, controversias éstas, surgidas de un contrato internacional en el ámbito del MERCOSUR. 



Cabe aclarar que la visión que expondremos es tomada desde la perspectiva de la Argentina.



En primer lugar, puede afirmarse la falta de fuentes comunes entre los Estados Miembros del MERCOSUR, por lo cual será menester utilizar diversos esquemas según las relaciones vigentes establecidas con los diversos países, hasta tanto se convenga en la creación de disposiciones comunes.



Con el Brasil, al no haber tratados específicos, cada país resolverá según su fuente interna, en tanto que entre Argentina, Paraguay y Uruguay, se halla vigente el Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1939/40. 



La respuesta a la pregunta de la jurisdicción, nos lleva a considerar que frente a Brasil, rigen las normas de procedimiento y de fondo nacionales, esto es, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y el Código Civil�. En consecuencia, el demandante podrá optar entre el domicilio del demandado y el lugar de cumplimiento del contrato -Código Civil-, o puede existir prórroga de la jurisdicción, anterior o posterior a la demanda -Código de Procedimiento-. No podemos dejar de resaltar la muy fuerte posibilidad que brinda este esquema para la existencia de una simultaneidad de juicios.



En relación con Uruguay y Paraguay, ya dijimos que vigente el Tratado de Montevideo, el demandante podrá elegir entre el domicilio del demandado, el juez del país cuyo derecho resulta aplicable, o como tercera opción, mencionamos la prórroga de jurisdicción, la cual será viable luego de surgido el conflicto y si es aceptada por el demandado�.



Mencionamos a continuación determinados casos relativos a ciertas relaciones jurídicas que por su misma naturaleza, serán seguramente las de mayor potencialidad en cuanto a su generación y en consecuencia, producción de conflictos. Son ellas las sociedades, el transporte terrestre y mixto, los seguros, las letras de cambio, cheques y otros papeles de comercio y la navegación.





Con relación a Brasil, las fuentes legales son las de derecho interno ya mencionadas: los Códigos Procesal Nacional y Civil en sus arts. 1, y 1215 y 1216 respectivamente, exceptuando al tema de la navegación, regido por la ley de Navegación Nº 20.094. Esta última norma mencionada otorga competencia a los tribunales argentinos, cuando sea parte un propietario o armador de un buque de bandera extranjera en los casos en que según la misma ley, el buque pueda ser embargado�. Respecto de la prórroga de jurisdicción, producido un hecho generador de una causa cuyo conocimiento corresponda a tribunales nacionales, los residentes en el país pueden convenir, con posterioridad al mismo, el prorrogar la cuestión a árbitros o tribunales extranjeros�.



Y dentro del mismo tema de la navegación, en relación con ciertos contratos específicos como el de utilización, son competentes los tribunales nacionales si la obligación debe cumplirse en el país, o si lo elige el actor por el domicilio del demandado�. En el contrato de fletamento�, o cualquier otro contrato por el cual el transportador asuma la obligación de entregar efectos en destino, es nula toda jurisdicción salvo la Argentina. En el contrato de seguro, son competentes los tribunales argentinos cuando el domicilio del asegurador, su sucursal o agencia están en el país, o si mediando opción del asegurador, de su sucursal o agencia, éstos deciden demandar ante los tribunales del domicilio del asegurado�. Finalmente en el contrato de ajuste, tienen competencia los tribunales argentinos conforme las competencia que les corresponda de acuerdo a las leyes generales, y en todas las acciones derivadas de un contrato que fue o debió ser cumplido en un buque de bandera nacional�.



El tema cambia respecto de la relación existente con Paraguay y Uruguay, desde que los Tratados de Montevideo de 1939/40, contienen normas mas específicas.



En relación a las sociedades, en los litigios entre socios, entiende el juez del domicilio de la sociedad, y cuando median diferencias entre terceros y la sociedad, el actor puede optar entre el domicilio de la sociedad, el lugar de realización de la operación controvertida, o los establecimientos, sucursales o agencias�.



Respecto del transporte de mercaderías, el actor opta entre el lugar de partida, el lugar de destino, o cualquier lugar en tránsito con representación del demandado; en el transporte de personas, el actor tiene opción para elegir entre el destino del pasajero y el lugar de celebración del contrato�.



En el tema de los seguros, el actor opta entre los domicilio del asegurador, de sus sucursales o agencias, del asegurado, o el país cuyo derecho rige el contrato�.



En los conflictos surgidos a raíz de papeles comerciales, el actor opta entre el domicilio del demandado al obligarse, o el domicilio del demandado al entablar la demanda�.



Por último y para concluir con este tercer tipo de potenciales conflictos dentro de la órbita del MERCOSUR con relación a Paraguay y Uruguay, mencionamos el tema de la navegación, y al igual que con Brasil, expondremos los casos referidos a diversos contratos vinculados al tema, regidos todos en este caso por el Tratado de Derecho de Navegación Comercial Internacional de Montevideo de 1940.



En cuanto a los seguros, el asegurado elige entre el domicilio de la aseguradora, sucursales o agencias; la aseguradora puede concurrir a los tribunales del domicilio del asegurado; en los casos de fletes, transporte de mercaderías o personas, si es realizado entre puertos de un mismo estado, lo rigen las propias leyes, cualquiera sea la nacionalidad del buque, pero si debe ejecutarse en otro país, el actor elige entre el lugar de ejecución del contrato o el domicilio del demandado�. 





�	) Específicamente, el art. 1 del CPCC, y los arts. 1215 y 1216 del CC Argentino.

�	) Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1939/40, art. 56.

�	) Ley de Navegación Nº 20.094, art. 612.

�	) Ley de Navegación Nº 20.094, art. 621.

�	) Ley de Navegación Nº 20.094, art. 614.

�	) Fletamento total o parcial, transporte de carga general o bultos aislados. Ley de Navegación Nº 20.094, art. 614.

�	) Ley de Navegación Nº 20.094, art. 620.

�	) Ley de Navegación Nº 20.094, art. 616.

�	) Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo de 1939/40, art. 11.

�	) Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo de 1939/40, arts. 16 y 17 respectivamente.

�	) Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo de 1939/40, art. 13.

�	) Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo de 1939/40, art. 35.

�	) Tratado de Derecho de Navegación Comercial Internacional de Montevideo de 1940, art. 27.






